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RESOLUCIÓN   
 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de agosto de 2024. 

I. 

El 15 de julio de 2024, el Municipio Autónomo de Manatí 

(Municipio o parte peticionaria) presentó un recurso de Certiorari 

ante nos en el que solicitó que revoquemos una Resolución emitida 

por el Tribunal de Primaria Instancia, Sala Superior de Utuado (TPI 

o foro primario) el 5 de junio de 2024, notificada y archivada en 

autos el mismo día.1 Mediante el dictamen, el TPI sostuvo que la 

omisión de incluir el término de 60 días (se incluyó 30 días) en el 

emplazamiento expedido y diligenciado del Municipio para contestar 

la demanda fue un defecto técnico y subsanable. Además, pautó una 

vista evidenciaria con el propósito de dirimir la credibilidad de los 

testigos de ambas partes respecto a si se entregó o no la demanda 

junto al emplazamiento; lo cual sostuvo que de ser cierto que no se 

 
1 Apéndice del recurso de Certiorari, Resolución, págs. 91-100.  
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entregó la demanda junto al emplazamiento, dicho defecto no se 

podría catalogar como uno técnico y subsanable.  

El 17 de julio de 2024, emitimos una Resolución en la que le 

concedimos al señor Omar J. Lugo Rivera (recurrido o señor Lugo 

Rivera) un término de diez (10) días, contados a partir de la 

notificación de dicha resolución, para exponer su posición sobre los 

méritos del recurso de Certiorari.  

El 1 de agosto de 2024, el señor Lugo Rivera compareció 

tardíamente mediante un Memorando en Oposición a Solicitud de 

Certiorari. 

Consecuentemente, damos por perfeccionado el recurso de 

epígrafe, y, en adelante, pormenorizaremos los hechos procesales 

atinentes al caso ante nos.  

II. 

 El caso de marras tiene su génesis el 6 de diciembre de 2023 

cuando el señor Lugo Rivera presentó una Demanda en contra del 

Municipio de Manatí, el Honorable José Sánchez González como 

alcalde del Municipio de Manatí, la Aseguradora ABC, K Realty 

Solutions, de la Aseguradora DEFS y Fulana de Tal (en conjunto, 

parte demandada) por incumplimiento de contrato, y daños y 

perjuicios.2  

Sostuvo el señor Lugo Rivera que, en agosto de 2022, el 

Municipio, a través de K Realty Solutions, se comprometió 

contractualmente a venderle un bien mueble localizado en 24 Calle 

Francisco Ramírez Barrio Pueblo Manatí con el catastro número 

056-022-033-22-001 por la cantidad de $54,000.000. En cambio, el 

señor Lugo Rivera pagó un depósito de $2,160.00 mediante el 

cheque número 405771 de CooPACA. Arguyó el recurrido que las 

partes iban a hacer todo lo posible para darle curso a la transacción. 

 
2 Íd., Demanda, págs. 1-24. 
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Sin embargo, expuso que ni el Municipio ni K Realty Solutions 

realizaron gestiones afirmativas para ejecutar la transacción y 

culminar el trámite de compraventa. Ante ello, solicitó del foro 

primario que ordenara el cumplimiento específico del contrato, la 

culminación de la compraventa, y el pago de $50,000.00 en 

concepto de daños y perjuicios, y $15,000.00 por honorarios de 

abogado.  

 Luego de varios trámites procesales, el 6 de febrero de 2024, 

el señor Lugo Rivera radicó una Moción Sometiendo Evidencia con 

los emplazamientos diligenciados del Municipio de Manatí, el alcalde 

del Municipio de Manatí y la Aseguradora ABC conocida como 

Mapfre.3  

 El 13 de marzo de 2024, K Realty Solutions presentó una 

Contestación a Demanda,4 y el 3 de abril de 2024, radicó una Moción 

de Desestimación, conforme a la Regla 10.2 (5) y (6) de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2 (5) y (6).5 Nótese que, el 7 de julio de 

2024, el TPI emitió una Sentencia Parcial por la cual desestimó con 

perjuicio la demanda del pleito de marras en contra de K Realty 

Solutions.6 Lo anterior pues, según dictaminó el foro a quo, quien 

compareció en el contrato objeto de controversia fue una persona 

natural haciendo negocios con el nombre de K Realty Solutions y no 

la persona jurídica per sé, la cual fue constituida dos (2) años 

después de dicho acto.  

 El 2 de abril de 2024, el Municipio presentó una Moción 

Solicitando Desestimación a tenor con la Regla 10.2 (3) y (4) de 

Procedimiento Civil, supra, R. 10.2 (3) y (4).7 Sostuvo que, según la 

declaración jurada de la señora Yadira Romero Perales (señora 

Romero Perales), ayudante especial de la oficina del alcalde del 

 
3 Íd., Moción Sometiendo Evidencia, págs. 30-39. 
4 Íd., Contestación a Demanda, págs. 40-41. 
5 Íd., Moción de Desestimación, págs. 68-71. 
6 Íd., Sentencia Parcial, págs. 113-120. 
7 Íd., Moción Solicitando Desestimación, págs. 42-67. 
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Municipio de Manatí, la parte peticionaria recibió el emplazamiento 

sin copia de la demanda, en contravención a la Regla 4.4 de 

Procedimiento Civil, supra, R. 4.4. También arguyó que dicho 

emplazamiento expresaba que el Municipio tenía 30 días para 

contestar la demanda, en lugar de 60 días, contrario a la Regla 10.1 

de Procedimiento Civil, supra, R. 10.1. 

 Además, apoyó su posición con Santiago Soto v. Municipio 

de San Juan del alfanúmero KLCE201901375, el cual fue resuelto 

el 27 de noviembre de 2019 por un panel hermano de este tribunal. 

El Municipio arguyó que aquel pleito era similar al de autos pues el 

tribunal resolvió que reducir el término de 60 días para que los 

municipios contesten la demanda constituye una insuficiencia de 

emplazamiento acarreando la falta de jurisdicción del foro primario.  

Por lo anterior, la parte peticionaria alegó que la entrega del 

emplazamiento sin la demanda tornó al emplazamiento nulo, y la 

reducción de 60 días a 30 días para contestar la demanda privó al 

tribunal de jurisdicción respecto al Municipio. Consecuentemente, 

el Municipio expresó que lo anterior incidió sobre su debido proceso 

de ley y suplicó la desestimación de la demanda.  

  El 19 de abril de 2024, el señor Lugo Rivera radicó una 

Moción en Oposición a Desestimación, la cual apoyó con una copia 

del emplazamiento y una declaración jurada de la emplazadora 

acreditando que el diligenciamiento se llevó a cabo con copia de la 

demanda.8 En síntesis, el señor Lugo Rivera sostuvo que el 

testimonio de la señora Yadira Romero Perales faltó a la verdad 

cometiendo así perjurio, en contravención con el Artículo 269 del 

“Código Penal de Puerto Rico” de 2012, Ley Núm. 146 del 30 de julio 

de 2012, según enmendada, 33 LPRA sec. 5362, pues sostuvo que 

el emplazamiento se realizó conforme a las Reglas de Procedimiento 

 
8 Íd., Moción en Oposición a Desestimación, págs. 73-82. 
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Civil, supra, y se le entregó al Municipio copia del emplazamiento y 

de la demanda radicada.  

 Luego de ello, el 19 de abril de 2024, el Municipio presentó 

una Réplica del Municipio a Oposición del Demandante a 

Desestimación por la que reiteró su solicitud de desestimar la 

demanda del pleito de autos ante los alegados errores crasos que 

incidieron sobre la suficiencia del emplazamiento.9 Por último, 

arguyó que la ayudante del alcalde del Municipio de Manatí no 

cometió perjurio alguno.    

 El 22 de abril de 2024, el señor Lugo Rivera radicó un 

Duplicado a R[é]plica del Municipio a Oposición del Demandante a 

Desestimación donde suplicó del foro a quo que denegara la solicitud 

de desestimación y ordenara al Municipio a contestar la demanda.10  

 Ese mismo día, el Municipio presentó una Moción para que se 

Declare Incontrovertida la Moción de Desestimación.11 

 El 5 de junio de 2024, el TPI emitió una Resolución, notificada 

y archivada en autos el mismo día.12 Por una parte, pautó una vista 

evidenciaria para dirimir la credibilidad de los testigos de ambas 

partes respecto a si se entregó o no la demanda junto al 

diligenciamiento del emplazamiento.   

Además, y con relación a la controversia ante nos, el TPI 

sostuvo que no le persuadió el caso Santiago Soto v. Municipio de 

San Juan, supra, el cual fue resuelto previo a Caribbean 

Orthopedics Products of Puerto Rico, LLC v. Medshape, Inc., 207 

DPR 994 (2021). En este último caso, según expresó el foro primario, 

nuestro máximo foro reconoció un enfoque liberal al conceder 

enmiendas al emplazamiento. Específicamente expresó que en dicho 

 
9 Íd., Réplica del Municipio a Oposición del Demandante a Desestimación, págs. 

83-86. 
10 Íd., Duplicado a R[é]plica del Municipio a Oposición del Demandante a 
Desestimación, págs. 87-88. 
11 Íd., Moción para que se Declare Incontrovertida la Moción de Desestimación, 

págs. 89-90. 
12 Íd., Resolución, págs. 91-100.  
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caso el Tribunal Supremo de Puerto Rico resolvió que omitir la fecha 

de publicación del emplazamiento por edicto en la notificación del 

correo dirigido al demandado es un defecto subsanable. El TPI 

racionalizó que Caribbean Orthopedics Products of Puerto Rico, 

LLC v. Medshape, Inc., supra, fue más adverso al pleito de epígrafe 

ya que, ante la omisión de la fecha de publicación del edicto, la parte 

emplazada en aquel caso desconocía cuándo comenzaba a contar el 

término para contestar la demanda, mientras que, en el pleito de 

epígrafe, a pesar de que el recurrido diligenció un emplazamiento 

omitiendo el término de 60 días para contestar la demanda, el 

Municipio conocía desde cuándo iba a transcurrir el término para 

contestar la demanda.  

Además, el foro recurrido citó a varios tratadistas y 

jurisprudencia que, a su criterio, sustentan la determinación 

tomada.  

 Insatisfecho con el dictamen, el 13 de junio de 2024, el 

Municipio presentó una Moción Solicitando Reconsideración de 

Resolución por la cual sostuvo que surgían dos (2) distinciones entre 

Santiago Soto v. Municipio de San Juan, supra, y Caribbean 

Orthopedics Products of Puerto Rico, LLC v. Medshape, Inc., 

supra.13 Por un lado, la parte peticionaria arguyó que el 

emplazamiento en el caso resuelto por el Tribunal Supremo fue 

mediante edicto y el emplazamiento atendido por el panel hermano 

de este tribunal fue personalmente. Por otro lado, alegó que la 

controversia en Santiago Soto v. Municipio de San Juan, supra, 

giraba en torno a que con el emplazamiento se acortó el término 

para que el Estado compareciera mientras que en Caribbean 

Orthopedics Products of Puerto Rico, LLC v. Medshape, Inc., 

supra, la controversia versó sobre la omisión de la fecha de 

 
13 Íd., Moción Solicitando Reconsideración de Resolución, págs. 101-108. 
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publicación del edicto y cómo esto causó que el demandado no 

conociera cuándo comenzaba el término para contestar la demanda. 

Por lo tanto, reiteró que la controversia más parecida y aplicable a 

la de autos fue la de Santiago Soto v. Municipio de San Juan, 

supra.  

 El 14 de junio de 2024, el TPI emitió una Resolución, 

notificada y archivada en autos el mismo día, mediante la cual 

denegó la petición de reconsideración presentada por el Municipio.14  

 Luego de varios trámites procesales, el 22 de julio de 2024, el 

foro primario emitió una Orden, notificada y archivada en autos el 

mismo día, donde dejó sin efecto la vista evidenciaria pautada para 

dirimir la credibilidad de los testigos respecto a si se diligenciaron el 

emplazamiento y la demanda conjuntamente.15 Ello pues, dictaminó 

que lo que resolviera este panel podría tornar académica la misma.  

 Inconforme con esta determinación, el 15 de julio de 2024, el 

Municipio presentó un recurso de Certiorari y le imputó al TPI la 

comisión del siguiente error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al concluir que 

no procedía desestimar la Demanda, a pesar de que 
el emplazamiento diligenciado al Municipio 
establecía un término de 30 días para presentar la 

alegación responsiva, y no el término correcto de 60 
días que proveen las Reglas de Procedimiento Civi[l] 

a los municipios.  
 

En síntesis, el Municipio expuso que la reducción del término 

de 60 días para contestar la demanda no fue un defecto de forma y 

subsanable, por el contrario, afectó su debido procedo de ley. 

Además, reiteró que la analogía realizada por el TPI en la Resolución 

recurrida respecto a los casos Caribbean Orthopedics Products of 

Puerto Rico, LLC v. Medshape, Inc., supra, y Santiago Soto v. 

 
14 Íd., Resolución, págs. 109-110. 
15 Entrada Núm. 54 del Sistema Unificado para el Manejo y Administración de 

Casos (SUMAC).  
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Municipio de San Juan, supra, fue incorrecta por las distinciones 

anteriormente descritas.   

El 17 de julio de 2024, emitimos una Resolución en la que le 

concedimos al señor Lugo Rivera un término de diez (10) días, 

contados a partir de la notificación de dicha resolución, para 

exponer su posición sobre los méritos del recurso.  

El 1 de agosto de 2024, el señor Lugo Rivera compareció, fuera 

del término concedido, mediante un Memorando en Oposición a 

Solicitud de Certiorari. En síntesis, arguyó que a pesar de que el 

emplazamiento expedido por el foro primario contenía un término 

de 30 días para contestar la demanda, en lugar de 60 días, en nada 

se afectó el derecho estatutario y provisto en las Reglas de 

Procedimiento Civil, supra. Lo anterior pues, cumplió con el 

contenido requerido y necesario para un emplazamiento, a tenor con 

la Regla 4.2 de Procedimiento Civil, supra, R. 4.2. 

Alegó que, al no ser un defecto de forma, no se causa perjurio 

alguno a los peticionarios.  

Consecuentemente, el caso quedó perfeccionado para 

determinación judicial.  

III. 

A.  

El auto de certiorari es un remedio procesal discrecional que 

le permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar las 

determinaciones de un tribunal inferior. Medina Nazario v. McNeil 

Healthcare LLC, 194 DPR 723, 728 (2016); IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012). A diferencia de una 

apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la facultad de 

expedir el auto de certiorari de forma discrecional. Rivera Figueroa 

v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011). 
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La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, R. 52.1,16 

establece las instancias en las que el foro revisor posee autoridad 

para expedir un auto de certiorari sobre materia civil. Scotiabank 

v. ZAF Corporation, et als., 202 DPR 478, 486-487 (2019). La 

citada regla delimita el alcance jurisdiccional del Tribunal de 

Apelaciones para atender un recurso de certiorari que trate sobre la 

revisión de dictámenes interlocutorios del Tribunal de Primera 

Instancia. Mun. de Caguas v. JRO Construction, 201 DPR 703, 

709-710 (2019). Nuestro rol al atender recursos de certiorari 

descansa en la premisa de que es el foro de instancia quien está en 

mejor posición para resolver controversias interlocutorias, o de 

manejo del caso, y en la cautela que debemos ejercer para no 

interrumpir injustificadamente el curso corriente de los pleitos que 

se ventilan ante ese foro. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 

175 DPR 83, 97 (2008). 

Si el asunto sobre el cual versa el recurso de certiorari está 

comprendido en una de las instancias establecidas en la Regla 52.1 

de Procedimiento Civil, supra, debemos pasar entonces a un 

segundo escrutinio. El mismo se caracteriza por la discreción que 

 
16 Esta Regla dispone en lo pertinente que: 

 

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones cuando se 

recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No obstante, y 

por excepción a lo dispuesto anteriormente, el Tribunal de 
Apelaciones podrá revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 

decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciarios, 

anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos 

que revistan interés público o en cualquier otra situación en la cual 
esperar a la apelación constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia. Al denegar la expedición de un recurso de certiorari en 

estos casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 

su decisión.   

Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida 

por el Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en el 
recurso de apelación que se interponga contra la sentencia sujeto 

a lo dispuesto en la Regla 50 sobre los errores no perjudiciales.  
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ha sido conferida al Tribunal de Apelaciones para autorizar, expedir 

y adjudicar en sus méritos el caso. 

Con el fin de que podamos ejercer de una manera sabia y 

prudente nuestra facultad discrecional, la Regla 40 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII–B, R. 40, establece los 

criterios que debemos tomar en consideración al atender una 

solicitud de expedición de un auto de certiorari.17   

Reiteradamente, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

expresado que en su misión de hacer justicia la discreción es “[e]l 

más poderoso instrumento para hacer justicia reservado a los jueces 

es la discreción”. Rodríguez v. Pérez, 161 DPR 637, 651 (2004) 

(citando a Banco Metropolitano v. Berríos, 110 DPR 721, 725 

(1981)). La discreción se refiere a “la facultad que tiene [el tribunal] 

para resolver de una forma u otra, o de escoger entre varios cursos 

de acción”. Citibank et al. v. ACBI et al., 200 DPR 724, 735 (2018); 

García López y otro v. E.L.A., 185 DPR 371 (2012). En ese sentido, 

 
17 Esta Regla dispone lo siguiente:  

 

El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios al 

determinar la expedición de un auto de certiorari o de una orden 
de mostrar causa: 

 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 

 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada para 

el análisis del problema. 

 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 

Primera Instancia. 

 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida a la 

luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o 

de alegatos más elaborados. 

 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la 

más propicia para su consideración. 

 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 

causan un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 

indeseable en la solución final del litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa evita 

un fracaso de la justicia.   
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ha sido definida como “una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera”. 

Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, supra, pág. 729 

(citando a Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001)). Lo 

anterior “no significa poder actuar en una forma u otra, haciendo 

abstracción del resto del Derecho”. Hietel v. PRTC, 182 DPR 451, 

459 (2011) (citando a Bco. Popular de P.R. v. Mun. de Aguadilla, 

144 DPR 651, 658 (1997)); Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 

559, 580 (2009); Negrón v. Srio. de Justicia, supra, pág. 91). Ello, 

ciertamente, constituiría un abuso de discreción.  

En ese sentido, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

establecido que “la discreción que cobija al Tribunal de Primera 

Instancia en sus determinaciones discrecionales es amplia, por lo 

que sus decisiones merecen gran deferencia”. Citibank et al. v. 

ACBI et al., supra, pág. 735. Cónsono con ello, es norma reiterada 

que este tribunal no intervendrá “con determinaciones emitidas por 

el foro primario y sustituir el criterio utilizado éste en el ejercicio de 

su discreción, salvo que se pruebe que actuó con prejuicio o 

parcialidad o incurrió en craso abuso de discreción o en error 

manifiesto”. Íd., pág. 736 (énfasis en el original eliminado). Véase, 

además, Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 184 DPR 689, 

709 (2012). 

B. 

 El emplazamiento es un mecanismo procesal por el cual se le 

notifica al demandado, a grandes rasgos, sobre la existencia de una 

reclamación presentada en su contra “para así garantizarle su 

derecho a ser oído y a defenderse si así lo desea”. Rivera v. Jaume, 

157 DPR 562, 575 (2002). Este mecanismo también se utiliza para 

que un tribunal pueda adquirir jurisdicción sobre el demandado de 

forma que este quede obligado por el dictamen que en su día recaiga. 

Ross Valedón v. Hospital Dr. Susoni Health Community 
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Services, Corp., 2024 TSPR 10; Rivera Marrero v. Santiago 

Martínez, 203 DPR 462, 480 (2019). En otras palabras, el 

emplazamiento “representa el paso inaugural del debido proceso de 

ley que viabiliza el ejercicio de la jurisdicción judicial”. Álvarez v. 

Arias, 156 DPR 352, 366 (2002); Pérez Quiles v. Santiago 

Cintrón, 206 DPR 379, 384 (2021). Es por ello que el demandante 

ostenta la obligación de dar cumplimiento estricto a los requisitos 

del emplazamiento y su diligenciamiento, pues existe una política 

pública que requiere que el demandado sea emplazado y notificado 

debidamente “para evitar el fraude y que los procedimientos 

judiciales se utilicen para privar a una persona de su propiedad sin 

el debido proceso de ley”. Rivera Marrero v. Santiago Martínez, 

supra, pág. 480; véase además, Ross Valedón v. Hospital Dr. 

Susoni Health Community Services, Corp., supra; Pérez Quiles 

v. Santiago Cintrón, supra, pág. 384. 

 La Regla 4 de Procedimiento Civil, supra, R. 4, es la que regula 

el proceso y las formalidades del emplazamiento en casos civiles. 

Ross Valedón v. Hospital Dr. Susoni Health Community 

Services, Corp., supra; Pérez Quiles v. Santiago Cintrón, supra, 

pág. 384. Según se desprende de la 4.2 de Procedimiento Civil, 

supra, la forma del emplazamiento es la siguiente: 

El emplazamiento deberá ser firmado por el Secretario 

o Secretaria, llevará el nombre y el sello del tribunal, 
con especificación de la sala, y los nombres de las 
partes, sujeto a lo dispuesto en la Regla 8.1. Se dirigirá 

a la parte demandada y hará constar el nombre, la 
dirección postal, el número de teléfono, el número de 

fax, la dirección electrónica y el número del abogado o 
abogada ante el Tribunal Supremo de Puerto Rico de la 
parte demandante, si tiene, o de ésta si no tiene 

abogado o abogada, y el plazo dentro del cual estas 
reglas exigen que comparezca la parte demandada al 
tribunal, apercibiéndole que de así no hacerlo podrá 

dictarse sentencia en rebeldía en su contra 
concediéndose el remedio solicitado en la demanda o 

cualquier otro, si el Tribunal, en el ejercicio de su sana 
discreción, lo entiende procedente. (Énfasis suplido); 
Sánchez Rivera v. Malavé Rivera, 192 DPR 854, 874 

(2015) (“Como expusimos, la Regla 4.2 de Procedimiento 
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Civil de 2009, supra, expresamente dispone el 
contenido del emplazamiento”).  

 

Ahora bien, el término para diligenciar el emplazamiento es de 

120 días improrrogables. Regla 4.3 (c) de Procedimiento Civil, supra, 

R. 4.3 (c); Bernier González v. Rodríguez Becerra, 200 DPR 637 

(2018). Dicho término comenzará a decursar: 

[A] partir de la presentación de la demanda o de la fecha 

de expedición del emplazamiento por edicto. El 
Secretario o Secretaria deberá expedir los 

emplazamientos el mismo día en que se presenta la 
demanda. Si el Secretario o Secretaria no los expide el 
mismo día, el tiempo que demore será el mismo tiempo 

adicional que los tribunales otorgarán para diligenciar 
los emplazamientos una vez la parte demandante haya 
presentado de forma oportuna una solicitud de 

prórroga. Transcurrido dicho término sin que se haya 
diligenciado el emplazamiento, el Tribunal deberá dictar 

sentencia decretando la desestimación y archivo sin 
perjuicio. Una subsiguiente desestimación y archivo por 
incumplimiento con el término aquí dispuesto tendrá el 

efecto de una adjudicación en los méritos. Regla 4.3 (c) 
de Procedimiento Civil, supra; Ross Valedón v. 

Hospital Dr. Susoni Health Community Services, 
Corp., supra; Martaveja v. Ferre Morris, 210 DPR 
612, 621 (2022); Pérez Quiles v. Santiago Cintrón, 

supra, pág. 385. 
 

Las dos (2) formas de diligenciar un emplazamiento son 

personalmente o mediante edicto. El método idóneo para emplazar 

es el emplazamiento personal y por excepción, la Regla 4.6 (a) de 

Procedimiento Civil, supra, R. 4.6 (a), permite el emplazamiento por 

edicto. Caribbean Orthopedics Products of Puerto Rico, LLC v. 

Medshape, Inc., supra, págs. 1005-1006.  

En lo pertinente, el Tribunal de Supremo de Puerto Rico 

resolvió que: 

Si bien es cierto que la Regla 4.6 de Procedimiento Civil 
supra, no exige expresamente que se indique la fecha de 

publicación y el periódico en el que publicó el edicto, 
esta sí requiere que el edicto incluya el “término dentro 
del cual la persona emplazada deberá contestar la 

demanda”. Regla 4.6(10) de Procedimiento Civil, supra. 
Esto lo diferencia del emplazamiento personal, en el 

cual la entrega del emplazamiento en conjunto con 
la demanda y sus anejos inicia el término 
establecido por las Reglas de Procedimiento Civil 

para contestar la demanda. Caribbean Orthopedics 
Products of Puerto Rico, LLC v. Medshape, Inc., 

supra, pág. 1008 (Énfasis suplido); Rivera Marrero v. 
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Santiago Martínez, supra, pág. 482; Regla 4.1 de 
Procedimiento Civil, supra. 

 

La Regla 10.1 de Procedimiento Civil, supra, dispone que 

cuando el demandado se encuentre en o fuera de Puerto Rico, este 

“deberá notificar su contestación dentro de treinta (30) días de 

habérsele entregado copia del emplazamiento y de la demanda o de 

haberse publicado el edicto, si el emplazamiento se hizo conforme a 

lo dispuesto en la Regla 4.6”. Sin embargo, cuando el Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico y los municipios, sus funcionarios (as) o 

una de sus instrumentalidades, sin incluir a las corporaciones 

públicas, sean parte en el pleito, “cualquier parte notificará su 

contestación a la demanda, su contestación a una demanda 

contra coparte en su contra o su réplica a una reconvención, 

dentro del término improrrogable de sesenta (60) días de 

habérsele entregado copia del emplazamiento y la demanda”. 

Regla 10.1 de Procedimiento Civil, supra. (Énfasis suplido).  

Por otra parte, la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra, R. 

10.2, regula cómo se presentan las defensas y objeciones de una 

reclamación judicial. Según se desprende de dicha regla, supra, las 

partes podrán realizar las siguientes defensas mediante una moción 

debidamente fundamentada: (1) falta de jurisdicción sobre la 

materia; (2) falta de jurisdicción sobre la persona; (3) insuficiencia 

del emplazamiento; (4) insuficiencia del diligenciamiento del 

emplazamiento; (5) dejar de exponer una reclamación que justifique 

la concesión de un remedio; y (6) dejar de acumular una parte 

indispensable. Respecto al diligenciamiento del emplazamiento, 

nuestro más alto foro reiteró en Banco Popular v. S.L.G., 164 DPR 

855, 874 (2005) que “cuando un emplazamiento es diligenciado 

de manera incorrecta, el remedio apropiado no es desestimar la 

demanda, sino más bien ordenar que se repita el 

diligenciamiento”. (Énfasis suplido). Sostuvo además que lo 
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anterior es cónsono con la política pública que los casos se ventilen 

en sus méritos y no se le prive a una parte su día en corte. Íd.  

Asimismo, la Regla 4.8 de Procedimiento Civil, supra, R. 4.8, 

dispone que el tribunal puede, en cualquier momento, a su 

discreción y en los términos que crea justos, “permitir que se 

enmiende cualquier emplazamiento o la constancia de su 

diligenciamiento, a menos que se demuestre claramente que de así 

hacerlo se perjudicarían sustancialmente los derechos esenciales de 

la parte contra quien se expidió el emplazamiento”. En esa misma 

línea, nuestro máximo foro expresó en Caribbean Orthopedics 

Products of Puerto Rico, LLC v. Medshape, Inc., supra, pág. 1012, 

que: 

[L]o fundamental es que pueda “concluirse que la 

persona demandada fue realmente notificada de la 
reclamación en su contra y no se perjudiquen 
sustancialmente sus derechos esenciales”. ́Id., pág. 

258. Igual análisis han sostenido los tratadistas Wright 
y Miller, al expresar que siempre que el emplazamiento 

sea lo suficientemente preciso para proporcionar una 
notificación adecuada, con toda probabilidad se 
permitirá una enmienda y se considerará el error como 

inofensivo. 4A Wright and Miller, Federal Practice and 
Procedure 4th Sec. 1088 (2020) (“[A]s long as the 

summons is sufficiently accurate to provide proper 
notice, an amendment probably will be allowed and the 
error deemed harmless”).  

 

Lo determinante al autorizar la enmienda de un 

emplazamiento es “que la parte a quien se dirige el emplazamiento 

sea realmente notificada de la reclamación en su contra y haya 

respondido a la reclamación. Lo que se busca es que no se 

perjudiquen sustancialmente los derechos esenciales de la parte 

demandada”. Caribbean Orthopedics Products of Puerto Rico, 

LLC v. Medshape, Inc., supra, pág. 1013. 
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IV. 

Tras un análisis objetivo, sereno y cuidadoso del recurso de 

Certiorari, en correcta práctica adjudicativa apelativa, y a la luz de 

los criterios esbozados en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 

supra, y en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

supra, resolvemos que debemos abstenernos de ejercer nuestra 

función revisora y rechazar intervenir con la determinación del TPI.  

Un examen sosegado del expediente del caso ante nuestra 

consideración, de la determinación recurrida, así como del trámite 

procesal ante el TPI, no se arroja error alguno que amerite nuestra 

intervención. Tampoco surge de los autos que el foro primario haya 

incurrido en error, prejuicio o parcialidad. Por el contrario, la 

determinación del foro a quo fue esencialmente correcta en derecho 

cuando determinó que la omisión del término de los 60 días (e incluir 

30 días) en el emplazamiento diligenciado del Municipio para 

contestar la demanda fue uno técnico y subsanable.18 Por lo que 

procede enmendar el emplazamiento, para subsanar el error, y 

diligenciarlo, conforme a derecho. 

Consecuentemente, no intervendremos con su discreción en 

esta etapa de los procedimientos.   

 

 

 
18 Con relación al caso de Santiago Soto v. Municipio de San Juan, supra, 
citado por la parte peticionaria con el propósito de aplicarlo al caso de marras, 

debemos pormenorizar que lo resuelto allí fue que los plazos reducidos en la Ley 
de Procedimiento Sumario de Reclamaciones Laborales, Ley Núm. 2 del 17 de 

octubre de 1961, según enmendada, 32 LPRA secs. 3118 et seq., específicamente 

el término de 10 días, a partir de haber sido diligenciado el emplazamiento, para 

presentar la alegación responsiva, no son oponibles contra el Municipio sino a los 

empleados del sector privado debido a que el procedimiento sumario, bajo dicha 
ley, no aplica a los empleados municipales. Véase además, Lyzette Reyes Berríos 

v. Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 2024 TSPR 53 (donde el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico resolvió que el Artículo 13 de la Ley para Prohibir y 
Prevenir el Acoso Laboral en Puerto Rico, Ley Núm. 90 del 7 de agosto de 2020, 

según enmendada, 29 LPRA secs. 3111 et seq., no autoriza a los empleados 

públicos a tramitar su reclamación bajo la Ley Núm. 2-1961, supra, sino que 

aquellos “empleados públicos que busquen revindicar sus derechos bajo la Ley 

90-2020, supra, deberán tramitar su acción bajo el procedimiento ordinario 
dispuesto en las Reglas de Procedimiento Civil”); Reyes Berríos v. Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico, KLCE202300297, 2023 WL 2985757 (TA PR 30 de 

marzo de 2023). 
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V. 

Por las razones anteriormente esbozadas, se deniega la 

expedición del auto de Certiorari. 

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaría del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


